CAUSA Nº 8471-M CCALP “CICCIOTTI CESAR ANTONIO Y OTRO/A C/ MINISTERIO DE ASUNTOS AGRARIOS S/ PRETENSION ANULATORIA”

En la ciudad de La Plata, a los  dieciséis  días del mes de abril del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa “CICCIOTTI CESAR ANTONIO Y OTRO/A C/ MINISTERIO DE ASUNTOS AGRARIOS S/ PRETENSION ANULATORIA”, en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia N°1 en lo Contencioso Administrativo del Departamento Judicial de Mar del Plata (expte. Nº -8690-), con arreglo al sorteo de ley, deberá observarse el siguiente orden de votación: Señores Jueces Dres. Gustavo Juan De Santis, Gustavo Daniel Spacarotel y Claudia Angélica Matilde Milanta.


El Tribunal resolvió plantear las siguientes

C U E S T I O N E S


Primera cuestión: ¿Es revisable de oficio el método de control judicial del artículo 42 de la ley 11.477?


Segunda cuestión: En su caso, ¿corresponde expedirse de oficio acerca de su constitucionalidad?


Tercera cuestión: En caso afirmativo, ¿qué pronunciamiento corresponde dictar?.

V O T A C I Ó N


A la primera cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

Vienen los autos a conocimiento de este tribunal en virtud  de la remisión que dispusiera la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires (fs.37/39), a mérito de la naturaleza administrativa de la materia que ventila el caso y a lo dispuesto por el artículo 42 de la ley 11.477.

Cabe recordar que la causa, ahora puesta a decisión de esta Cámara de Apelación, tuvo origen en la impugnación que dedujeran los actores contra la resolución nº 133, de fecha 4 de Diciembre de 2007, dictada por el Director Provincial de Actividades Pesqueras en el marco del expediente administrativo nº 2590-3079/04, por la que se les impusiera una multa de $14.281,80.

Con ese contorno de conflicto, la resolución de esta cámara de fojas 30, y no obstante que esa intervención tuvo alcances ejecutorios desoídos por el órgano de la instancia anterior (art. 7 inc. 1 ley 12.008; t. seg. ley 13.101), la Suprema Corte de Justicia ordena una nueva remisión con fundamento en la presencia reinante del artículo 42 de la ley 11.477.

Esto último en sujeción a la ausencia de cuestión constitucional sobre él ventilada en los autos.

Esa última ponderación del Tribunal Superior impone a éste expedirse acerca de esa precisa cuestión, pues frente a ese argumento ya no cabe el criterio expuesto en la causa “C.O.P.E.C.A. S.A.” (CCALP nº 2259, res. 19-10-06; ver fs.32/35), con el que se procuró armonizar el nuevo texto constitucional del artículo 166 de la Constitución Provincial desde una exégesis de desplazamiento implícito del indicado artículo 42 de la ley 11.477.

Así las cosas, adelantando mi respuesta por la afirmativa, he de mencionar que la especie involucra y compromete la competencia material que define el texto constitucional del artículo 166 último párrafo de la Constitución de la Provincia. 

Ello así supone una cuestión de indudable orden público y de insoslayable ponderación por los jueces.

También en este caso, como en el precedente “Giannino” (N° 1362, CCALP, sent. del 28-06-05)  la cuestión se constituye en requisito de admisibilidad del recurso (art. 42 ley 11.477) y, por lo tanto, reúne carácter suficiente de condición previa a su fundabilidad.

No es óbice para ello la inexistencia de planteo impugnatorio de parte, pues definido el aspecto en tratamiento como lo ha sido, fácil es vincularlo con el deber de juzgamiento a cargo de los jueces, con exclusión de otros órganos, en el espacio de su función y bajo los carriles rituales debidos que, en este caso, como se verá, se encuentran comprometidos, sin que pueda el juzgador omitir su  obligación de ponderarlo a la luz de la manda constitucional  (arts. 57 y 166 CPBA).

La raíz de superior jerarquía en la cuestión así lo impone, en cuanto, el procedimiento constitucional, con los contornos del artículo 166 (CPBA) citado, alcanza a los principios de la  tutela judicial efectiva y del acceso irrestricto a la jurisdicción (art.15 CPBA),  y con ellos al del debido proceso (art.18 CN y 15 CPBA).

Así habré de desarrollarlo al tratar la cuestión siguiente, como se verá.

Por ello, expreso mi voto por la afirmativa a la primera cuestión.

Así lo voto.

A la primera cuestión planteada el Dr.Spacarotel dijo:


I. Las actuaciones vuelven a la instancia de este Tribunal, en ocasión de la remisión formulada por el Superior Tribunal, en el marco de competencia atribuido por el artículo 42 de la ley 11.477, en tanto, para encauzar el enjuiciamiento de las decisiones sancionatorias de la administración en materia de poder de policía pesquera, la mentada norma no hubo especificado la Cámara de Apelaciones que –con sitio en la ciudad de La Plata-, debería intervenir.


II.En esa faena, la Suprema Corte de la Provincia sostiene que -para solucionar esa indeterminación y con apoyo en la materia discernida por el artículo 166 in fine, de la Constitución Provincial-, entiende que la impugnación articulada se halla comprendida en  los términos del artículo 2 inc. 1 del Código Procesal Administrativo, resultando, en  tal caso, competencia del fuero contencioso administrativo.-


III.Ahora bien, claramente el superior Tribunal, nada ha expresado en relación    competencia de esta Alzada para conocer en forma “directa” del recurso en cuestión. Antes bien, expresa y deliberadamente hubo dejado a salvo que en autos no se planteó la controversialidad constitucional del artículo 42° de la ley 11.477.-


IV. En efecto, conforme lo sostuviera en el precedente recaído en CAUSA Nº 1362      CCALP “G., D. P. C/ COLEGIO DE ABOGADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/ PRETENSIÓN ANULATORIA, sent.28.06.05,  la decisión del Superior Tribunal, expresamente deja a salvo la problemática constitucional que lúcidamente avisora en la impronta del artículo 42 de la ley 11.477, limitándose a exteriorizar  la competencia material del Tribunal para resolver el objeto litigioso, en el marco del artículo 166º de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, y artículos 1º y 2º inciso 1 de la Ley 12.008).-


V.Desde ese horizonte, no existen dudas que el art.42 de la ley 11.477 compromete la competencia material del Tribunal de Alzada, asignándole el conocimiento directo de una cuestión materialmente administrativa (art. 166 de la Constitución Provincial), y por ende corresponde afirmar que  las leyes sobre competencia son de orden público. Con este concepto primigenio, la forma o manera de determinar y fijar la competencia o la capacidad del juez o tribunal para conocer de un determinado litigio, es materia de fundamental importancia para la correcta instrucción y decisión y tiene raíces constitucionales.


VI. Ello así corresponde, en forma liminar, abordar oficiosamente el método de control judicial previsto en el artículo 42 de la ley 11.477, y en tal caso analizar su armonía, con el nuevo sistema de control judicial pergeñado por el artículo 166 de la Const.Pcial, y el Código Procesal Contencioso Administrativo vigente, ello así, ponderando los principios constitucionales concebidos en los arts.16,18,28 de la Const.Nacional, y arts. 11, 15, 166 de la Const. Pcial..

Por lo expuesto a la primera cuestión planteada voto por la afirmativa.-

A la primera cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:

Considero que no procede abrir a votación las cuestiones planteadas.

Por consiguiente, no comparto la solución propuesta por los jueces que me preceden en el orden, toda vez que la respuesta a la cuestiones que se formulan no puede desentenderse de las particularidades del sub lite que la condicionan de modo decisivo, ante la sentencia emanada del Superior Tribunal provincial, que define a qué órgano corresponde conocer en autos (doctr. art. 161 inc. 2, in fine, Const. Prov.).

Entiendo que tal resolución de la Suprema Corte de Justicia recaída en la causa, en fecha 18 de febrero de 2009, no deja espacio a ningún otro pronunciamiento sobre la competencia originaria para entender en el caso. Precisamente, esto último es lo que decide ese acto judicial, que causa ejecutoria con arreglo a lo dispuesto por el art. 7 inc. 1 de la ley 12.008 en cuyos términos se lo ha adoptado al dirimir el conflicto de competencia suscitado entre un Juzgado y esta Cámara, ambos del fuero contencioso administrativo.


No está demás poner de relieve que, iniciado el juicio con la demanda contencioso administrativa (fs. 23/27 vta.), han sobrevenido cuatro decisiones atinentes a la determinación del juez o tribunal al que incumbe conocer en la especie (del Juzgado de radicación originaria que se declaró incompetente para intervenir en ese carácter –fs. 28/29-; de esta Cámara que se expidió en similar sentido –fs. 30/31-; del mismo Juzgado que reiteró su anterior posición –fs. 36/36 vta.- y de la S.C.B.A. que admitió la configuración del conflicto de competencia y lo dirimió –fs. 37/39-).


Ello ilustra suficientemente que con la última decisión ha quedado definida la competencia por el máximo tribunal local y que, bajo estas condiciones, no procede reabrir el análisis de tal presupuesto del ejercicio de la jurisdicción, ya bajo la mira de la exégesis de la norma aplicable (art. 42 de la ley 11.477) ya bajo los postulados constitucionales que pudieran justificar el control de oficio de esa preceptiva. Claro es que sin que quede comprometido juicio material sobre ello, en tanto se trata de observar el cumplimiento del decisorio de la S.C.B.A. en la inteligencia que así lo imponen su contenido, los atributos que lo alcanzan, como el principio que informa al incidente que lo precede, esto es, evitar que se produzca una indefinida disputa sobre la competencia en resguardo del derecho a la jurisdicción (art. 15, Const. Prov.).

Para mayor precisión, estimo que la resolución de la Corte local no contempla ninguna salvedad que posibilite a este órgano judicial ingresar al estudio de validez constitucional de la norma que en aquélla se aplica, para definir la atribución de conocer en instancia originaria (art. 42, ley 11.477). Por el contrario, el alto tribunal falla que  en atención a lo dispuesto en el artículo 42 de la ley 11.477 cuya constitucionalidad no ha sido controvertida en autos, se resuelve que resulta competente para decidir la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en la ciudad de La Plata. 


A mi modo de ver, el superior tribunal resuelve la cuestión de competencia aplicando el aludido precepto que, según expresa, no ha sido impugnado en la causa, mas en modo alguno habilita a volver sobre el asunto relativo a la determinación del órgano judicial competente.

He tenido ocasión en este proceso de exponer una opinión diferente, a la que ahora establece la Corte local, en punto al juez llamado a tomar intervención en forma originaria en el presente (fs. 30 y su antecedente que obra agregado en copia certificada a fs. 32/35 vta.). He propiciado asimismo, bajo circunstancias excepcionales, el abordaje de oficio de la validez jurídica de normas de contenido semejante (vgr. causas “Ribelli” y “Giannino”, citadas en los votos anteriores).

Empero –con tal reserva de criterio- ello no autoriza a prescindir del marco procesal de autos en el que ha quedado resuelta en el modo y sentido indicados, sin posibilidad de modificación por las instancias inferiores, el tribunal al que le cabe la atribución de entender en forma originaria.

Independientemente, por ahora, del problema que pueda aparejar el trámite de la presente, en la sede de la Cámara de Apelación, concluyo que, en cumplimiento de lo resuelto por la Corte a fs. 37/39, dejando a salvo la opinión volcada en cuanto al alcance del precepto (fs. 30) y sin abrir juicio sobre la viabilidad del tratamiento de oficio de la cuestión constitucional y, en su caso, material acerca de la norma especial, asuntos vallados en este caso por aquel pronunciamiento que causa ejecutoria, corresponde radicar la causa en esta sede y resolver lo pertinente al curso procesal a seguir.

Dicho en otros términos, no es el oficioso control judicial de una ley, sino la sentencia interlocutoria de la Suprema Corte, la circunstancia que obsta a la solución que proponen los magistrados preopinantes. 


Así lo voto.


A la segunda cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:


Como podrá apreciarse, el resultado de la primera también anticipa la respuesta a esta segunda cuestión.


En efecto, en el núcleo de la situación que exhiben los autos se encuentra la restricción que contiene la norma legal aplicable (art. 42 ley 11.477) con relación a los alcances adjetivos del control judicial que, respecto de la función administrativa, establece con meridiana claridad el texto constitucional del último párrafo del artículo 166 de la Constitución de la Provincia.


Por su conducto, la ley constitucional ha precisado, el órgano competente, la materia que define la especie procesal administrativa y, finalmente, el procedimiento, elementos éstos que, en su conjunto, conforman el perfil de la acción administrativa.

Pues bien, en lo que sigue, habré de referirme a éste último aspecto en el camino por demostrar la inconstitucionalidad del artículo 42 de la ley 11.477, en cuanto margina a las cuestiones nacidas por decisiones de policía administrativa del conocimiento pleno que es de principio en el contencioso provincial.

Tanto más, después de producida la transformación esencial de ese proceso, al derogarse el artículo 149 inciso 3, sustituido por el texto del artículo 166 (ambos de la CPBA), aunque, corresponde destacarlo, al sustituido curso revisor también le comprenderían los argumentos sustanciales que abastecen las conclusiones de este voto.


En efecto, el nuevo sistema, instaurado al amparo de la norma constitucional (art.166 CPBA), ha erigido a la pretensión procesal, con sus distintas variables, en el objeto del proceso. 


Pluralidad de pretensiones y unidad procesal son los parámetros constitucionales sobre los cuales cabe diseñar la ley adjetiva y a los que, por cierto, adscribe el código ritual vigente (ley 12.008).


De allí se sigue en que la acción contencioso administrativa no puede sino admitir al proceso ordinario del Título I de la ley 12.008, para dar satisfacción plena a la exigencia constitucional.


Tanto es así que las modalidades alternativas al curso ordinario, como procesos abreviados (Título II, Cap. I y II Ley 12.008), resultan, por esa misma razón, optativas, y aún así respaldadas en el concepto de la acción contenciosa. 


El notorio quiebre constitucional que exhibe el sistema de la ley 11.477 (art. 42) reposa, de un lado, en que el ordenamiento provincial reconoce un sistema adjetivo como proceso contencioso administrativo, que es resultante de la conjunción de los artículos 15 y 166 último párrafo de la Constitución Provincial y por ende, sus contornos de acceso pleno por vía de acción devienen insustituibles por la ley común. 


Del otro, porque el recurso directo sin sustanciación, como tal, retacea el juicio pleno que es de rigor a la hora de definir la acción (pretensión) procesal y que exige el texto de mayor jerarquía, violando, decididamente, el “proceso previo”.


De ese modo se consagra un auténtico desvío que consiste en convertir a la resolución estatal, en la práctica, en la sentencia y, al órgano administrativo emisor en Juez de Primera Instancia, al quedar a su cargo la dirección del procedimiento en el que se agota todo lo relativo a la apreciación de los hechos y al derecho aplicable.


Tal disfunción impide, por cierto, la consumación de la garantía del debido proceso y obstaculiza, a su vez, el acceso a la jurisdicción, al vedar el debate y la contradicción plena que son de principio en la función de control judicial, trayendo con ello un óbice manifiesto a la tutela judicial efectiva.

Ello así pues, su respeto exige, sin cortapisas, un juicio de conocimiento acabado, con las etapas rituales necesarias para llegar a una sentencia de mérito que sea resultado de la ponderación de las pruebas y de los hechos, rendidos ante la jurisdicción (arts. 18 CN, 15 CPBA y concs.).


Así, y sólo así, mediará el respeto que ha menester al texto constitucional y al control de legalidad que es inherente, el que siempre será insuficiente cuando la intervención se regule a despecho del marco necesario, que sólo suministra el proceso judicial.


La técnica del recurso, que regula la ley 11.477 (art. 42), exhibe un déficit severo, en tanto impide la conformación del “juicio pleno”, que es de rigor para la función judicial de control.


Buena prueba de ello es que, el propio constituyente al establecer la competencia transitoria del artículo 215 del nuevo texto constitucional, ya al amparo del novel 166 último párrafo, quiso asegurar el “juicio pleno”, expresión literal que connota, antes y después de la reforma, una clara alusión a las precedentes conclusiones y descarta, a cambio, toda categoría que reduzca el perfil del conocimiento y del debate amplios ante la jurisdicción.


En este aspecto, vale recordar que el antiguo régimen del artículo 149 inciso 3 (CPBA antes de la reforma de 1994), ya exigía esa condición (“juicio pleno”) como curso adjetivo imperativo, con clara connotación de acceso irrestricto por conducto de la acción contenciosa.


Luego de la reforma de 1994, no sólo no se ha modificado ese esquema, sino, antes bien, ha sido potenciado por el constituyente (arts.15, 166 y concs. CPBA).


La norma en análisis (art. 42 ley cit.) excluye de su perímetro el acceso a ese conocimiento, en dichas condiciones, por el órgano judicial, siendo que, sólo a él, a través de la controversia planteada, probada y alegada ante sí, le incumbe la función de resolver en definitiva.

Esa resolución, llevada por la vía del recurso a la instancia de alzada (per saltum), sobrevendrá con carencia absoluta del proceso debido, alter ando el derecho individual consecuente y, lo que es más, consagrando una excepción intolerable a  la función de control judicial que, para ser tal, no admite restricciones de acceso.


Puede seguirse de lo dicho que la incongruencia del texto legal con la Constitución de la Provincia, dado su carácter ostensible, palmario e inconfundible, que, a mi modo de ver, descarta lo opinable o discutible, autoriza la declaración consecuente.

No hace mella el principio que ilustra esa tarea de la jurisdicción, en términos de labor extrema, procedente sólo en casos en que no resulte posible una síntesis de armonía, que el caso de autos en verdad pudo autorizar en la exégesis del precedente citado (causa COPECA, CCAL nº 2259 cit.), pero que la decisión de la Suprema Corte ha venido a apartar.


El carácter inconciliable así expuesto hace de esa delicada y extrema tarea un imperativo, habida cuenta la gravedad de la infracción constitucional (arts.57 y 166 CPBA).


Para más, el cuadro propicio al reproche constitucional se completa con el extremo de admisibilidad que exige la mecánica recursiva (art. 42 ley cit.), ya y en sí mismo contrario al sistema, toda vez que el depósito previo de una multa –cuando de ello se trate- supone una condición de posibilidad ante la instancia administrativa que limita la inspección judicial posterior.


La gravitación de esa situación, desde el plano del sujeto punible, resulta inequívoca.


A ese respecto, con la solución que he de procurar, se transfiere a la ocasión del artículo 31 del CCA el examen de esa exigencia legal. Esta vez, ante el órgano judicial y en el marco de un proceso, abierto a partir de la decisión emanada de la autoridad de aplicación, conforme lo determina el artículo 8 de la ley 11.477 (art. 42 cit.) y a los fines previstos por la ley adjetiva (conf. mi voto en causa CCALP nº 2259 cit.). 


Por lo demás, no es la que auspicio una declaración de inconstitucionalidad que vaya a impactar en una norma con incidencia en la materia litigiosa, definiendo su suerte en dirección a la pretensión en debate.


Por el contrario se trata de una que, vinculada a garantías constitucionales expresas, redunda en un sistema que abastece a un proceso que las afecta y al que se obliga a sujetar la función de los jueces (arts. 18 CN, 15, 57 y 166 CPBA).


Frente a esa situación, por cierto muy distinta a la que de ordinario limita a la especie, aparece el deber de pronunciamiento en el sentido que habré de propiciar y  que he fundamentado.


En orden a lo expuesto y a la doctrina de este Tribunal elaborada en los casos “Giannino” (N°1362, CCALP, sent. del 28-06-05) y “Ribelli” (N°1481, CCALP, sent. del 28-06-05), que he reproducido, expreso mi voto por la afirmativa a la segunda cuestión.


Así lo voto.


A la segunda cuestión planteada, el Dr. Spacarotel dijo:

I.- En este segmento corresponde analizar, ¿cuál es el sistema de control judicial previsto por el artículo 42° de la ley 11.477?, en su caso, si el mismo armoniza constitucionalmente con los principio  “supra” expresados.-


II. Ello así, corresponde analizar, si en la especie resulta viable el abordaje oficioso de la materia constitucional controvertida.-

II. a). En relación al examen de constitucionalidad y su análisis oficioso por parte del Tribunal, del precepto normativo que aplicado al caso, ( art. 42 ley 11.477), que a la postre generara la apertura directa de la jurisdicción de este Tribunal, ha de expresarse, liminarmente que, como es sabido, nuestro sistema de control de la supremacía constitucional, al ser difuso, habilita a todo juez, a cualquier tribunal de cualquier instancia, para ejercerlo; e incluso, recientemente, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, aceptó ampliar la posibilidad de dicho control a la "declaración de oficio" por parte de los jueces (Fallos: 324:3219).

Desde esta perspectiva, adelanto que no encuentro obstáculo constitucional para que el Tribunal pueda efectuar el control de constitucionalidad oficioso de los preceptos legales que se apliquen al caso en estudio, en tanto los jueces tienen un deber-facultad de ejercer el control de constitucionalidad de las normas que aplican. (art. 116 de la Constitución Nacional, y art.57 de la Constitución Provincial). 


II. b) En efecto, si bien es cierto que la regla general es la presunción de constitucionalidad de las leyes, habiendo señalado el Máximo Tribunal federal que para la declaración de inconstitucionalidad de una ley es necesario que se compruebe una oposición clara e ineludible con la Constitución, debiendo ésta ser la ultima ratio del orden jurídico (Fallos 14:432, 112:63, 200:180, 209:337, 220:1458  [JA 1952-I-70], 234:229, 235:548, 242:73  [JA 1959-II-402], 244:309  , 245:552, 306:655, etc.); no es menos cierto que, la Suprema Corte de la Provincia, en reiteradas ocasiones se expidió en sentido favorable sobre la problemática de marras, en la que se definiera la mayoría de sus ministros (Dres. Negri, Roncoroni, De Lázzari, Kogan y Genoud), con algunas variantes, por la procedencia del control oficioso de constitucionalidad (v. causas L. 76.279, “Castillo”, sent. del 1-X-2003; L. 72.336, “Iommi”, sent. del 14-IV-2004; L. 80.156, “Martínez”, sent. del 31-III-2004; L. 78.008, “Pereyra”, sent. del 14-IV-2004; L. 69.523, “Barone”, sent. del 01-IV-2003, entre otras y más recientemente en la causa  L. 83.781, “Zaniratto, Mabel Beatriz contra Dirección General de Escuelas y Cultura de la Provincia de Buenos Aires. sent. del 22.XII.04 , L. 74.311, "Benitez", sent. del 29-XII-2004; L. 84.131, "Barreto", sent. del 8-VI-2005; L. 81.577, "Guzman", sent. del 8-VI-2005: L. 84.880, "Castillo", sent. del 27-VI-2007, C. 88.847, "Peters", sent. del 12-IX-2007, entre otras).

De este modo, el máximo Tribunal Provincial, armoniza el temperamento jurídico con lo sostenido por la Corte Suprema de la Nación, en tanto causa "Mill de Pereyra, A. y otros v. Provincia de Corrientes"  (JA 2002-I-237; LL 2001-F-886/906) -en la que jueces de Corrientes demandaron a la provincia por actualización de haberes y el tribunal Superior local declaró la inconstitucionalidad de oficio de la ley 23.928  (LA 1991-A-100) en cuanto prohíbe la aplicación de mecanismos de indexación con posterioridad al 1/4/1991- entendiendo la mayoría que los jueces están facultados para ejercer de oficio el control de constitucionalidad de las leyes, sin que ello atente contra el principio de división de poderes, pues siendo legítimo el control de constitucionalidad en sí mismo, carece de sentido sostener que no se produce un avance indebido del Poder Judicial cuando media petición de parte y sí cuando no la hay. No importa tampoco un avasallamiento de los Poderes Ejecutivo y Legislativo, pues la tarea de control de constitucionalidad hace a la esencia misma del Poder Judicial (del voto del Dr. Boggiano). Queda supeditada la declaración de oficio, -entonces-, a la incompatibilidad manifiesta e indubitable entre la norma invalidada y el texto constitucional, en atención a la gravedad institucional que reviste la medida.

También se sostiene allí, que la declaración de oficio respeta la presunción de legitimidad de los actos estatales, pues la misma cede cuando los actos cuestionados contrarían una norma de jerarquía superior, siendo esta declaración una cuestión de derecho ínsita en el adagio "iura novit curia", que incluye el deber de mantener la supremacía constitucional. Tampoco lesiona el derecho defensa en juicio, pues lo contrario conduciría a descalificar toda aplicación de oficio de cualquier norma legal no invocada por la partes, so pretexto de no haber podido expedirse sobre su aplicación en el caso concreto. (Este fallo contó con la disidencia parcial de los Dres. Nazareno, Petracchi y Moliné O'Connor, que sostuvieron el criterio anterior.)

Finalmente, el 19/8/2004, ya con su nueva integración (aunque sin el voto de la Dra. Argibay, quien a esa fecha no había aún jurado como ministro), la Corte dicta sentencia en la causa "Banco Comercial de Finanzas (ex Banco Central de la República Argentina s/quiebra)" (Fallos 311:2478; JA 1990-II-215), señalando que si bien es exacto que los tribunales judiciales no pueden efectuar declaraciones de inconstitucionalidad de leyes en abstracto, no se sigue de ello la necesidad de petición expresa de la parte interesada, pues como el control de constitucionalidad versa sobre una cuestión de derecho y no de hecho, la potestad de los jueces de suplir el derecho que las partes no invocan o invocan erradamente incluye el deber de mantener la supremacía de la Constitución, aplicando en caso de colisión de normas la de mayor rango, vale decir, la constitucional, desechando la de rango inferior.


Con lo hasta aquí expuesto, entiendo que al abrirse la jurisdicción revisora del Tribunal, por aplicación expresa del artículo 42 de la Ley 11.477, que determina el control judicial directo respecto de una actividad desarrollada por la autoridad administrativa en materia de pesca, corresponde oficiosamente analizar la congruencia del precepto legal, su finalidad, y en su caso, la adecuada compatibilidad con el sistema de control judicial delineado por el constituyente en el artículo 166º de la Constitución Provincial, ello en franca correspondencia con los postulados derivados del principio de tutela judicial continua y efectiva (art. 15 de la Const. Pcial), y en efectivo cumplimiento de la manda constitucional establecida en el artículo 57º de la Carta Provincial.


Recientemente, la SCBA, en causa  A. 68.782, "Colegio de Bioquímicos de la Provincia de Buenos Aires contra doctor M.H.M. Acción disciplinaria". Sent. Del 22.12.2008, tuvo ocasión de reiterar la factibilidad del control de constitucionalidad de oficio, máxime cuando “… en ciertas oportunidades, la incompatibilidad del texto legal con los principios y normas de superior jerarquía es de tal patencia que no requiere un muy particularizado análisis de las circunstancias de cada caso: en tales supuestos la inconstitucionalidad se presenta como absoluta, es decir, que salta a la vista.” (voto Dr. Hitters).-

III. Despejada la competencia del Tribunal para abordar oficiosamente la constitucionalidad del artículo 42 de la ley 11.477, corresponde emprender la mentada faena.-

 Al respecto se advierte que la impronta legislativa, pergeñada bajo un antiguo sistema de control judicial del obrar administrativo, no establece el alcance ni la finalidad del modo en que desarrollará el ejercicio y la justiciabilidad del caso sometido a examen judicial.-

En este sentido, no caben dudas que la norma no pudo tener –a tiempo vista-, en miras el nuevo sistema de juzgamiento pergeñado por el artículo 166º de la Provincia de Buenos Aires, y su regulación por las leyes 12.008, 12.310 y 12.074.-

En efecto, el sistema de enjuiciamiento delineado por el constituyente provincial a la luz del artículo 166 de la Constitución Provincial, se erige en una herramienta básica del estado de derecho, en tanto dispone  en el párr. 3º que : [...]"Los casos originados por la actuación u omisión de la provincia, los municipios, los entes descentralizados y otras personas, en el ejercicio de funciones administrativas serán juzgados por tribunales competentes en lo contencioso administrativo, de acuerdo a los procedimientos que determina la ley, la que establecerá los supuestos en que resulte obligatorio agotar la vía administrativa".

De este modo, se ha puesto fin a la denominada concepción restringida del proceso contencioso administrativo, derogándose el antiguo art. 149 inc. 3 de la Constitución de 1934, y en esa dirección se establece una etapa novel del control judicial, de consuno con los nuevos preceptos que garantizan el acceso irrestricto a la justicia, y por ende un juicio pleno de control del obrar administrativo. Ello así, la SCBA sostuvo que "... Teniendo en cuenta el carácter de juicio pleno en que se desenvuelve la acción contencioso administrativa y que la posibilidad de probar los hechos justificativos de la pretensión es particularmente amplia, siendo admisible todos los medios probatorios previstos por la ley ritual". (SCBA, causas B 49.793, sent. 13-10-1987; B 56.122, sent. 20-10-1998; B 57.819, sent. 22-10-2003; B 59.986, sent. 16-2-2005).

Congruentemente se establecieron, -en lo que al caso respecta-, los nuevos contornos del control judicial administrativo, a saber:

(a) la eliminación de la competencia de la Suprema Corte provincial para entender en jurisdicción originaria y exclusiva en este tipo de causas;

(b) la superación del carácter revisor que se atribuía a la jurisdicción contencioso administrativa, cuyo proceso no se concibe ya como un proceso al acto, sino vinculado a casos originados por la actuación de la provincia, sus entes públicos y personas asimiladas a ellos, como una instancia pretensional de pleno debate y prueba.

( c) la instalación de un fuero en dos instancias judiciales para resolver las pretensiones que se promueven en el marco de los arts. 1,2 y 12 del C.C.A.

IV.1.. En este sentido, el abandono del carácter revisor se proyecta, -como derivación del principio de tutela judicial efectiva-, en una serie de instituciones procesales: 1º) en materia del requisito que imponía agotar la vía administrativa, el cual aparece relativizado en el artículo 14 de la ley 12.008; 2º) en el abandono de la  "previa denegación o retardación de derechos" que la Constitución derogada en 1994 exigía como recaudo para habilitar la jurisdicción; 3º) en la ampliación de las pretensiones procesales, antes circunscriptas a las pretensiones anulatorias; y 4º) en la inexigibilidad del requisito estricto de congruencia procesal que permite invocar nuevos argumentos o razones no planteadas en sede administrativa, aun cuando siempre se requiera mantener la congruencia de la pretensión en sí misma, en aquellos casos en que resulta necesario agotar la vía administrativa para acceder a la justicia. 5ª) en la instalación de sus dos instancias para llevar a cabo el juicio pleno. 

El mencionado carácter revisor hubo quedado expresamente desvinculado del enjuiciamiento de los casos en los cuales interviene el Tribunal de Cuentas en el precedente de la SCBA ,causa B. 61.817, "Gómez, Raúl Mario contra Provincia de Buenos Aires (Tribunal de Cuentas ). Demanda contencioso administrativa", en el que se sostuvo que "...  Y es que, existiendo congruencia entre lo peticionado ante la Administración y lo reclamado en esta sede, valerse del carácter "revisor" que, en el marco del proceso regulado por el Código Varela, se atribuía a la competencia de este Tribunal  para oponerse al tratamiento de los argumentos sostenidos por el interesado implica un excesivo rigor formal, inconciliable con un adecuado servicio de justicia (doct. causa B. 58.591, sent. del 31V2000).Por lo demás, tal cualidad ya no es predicable, sin más, para el régimen de enjuiciamiento de los casos administrativos, a tenor de lo dispuesto por la cláusula constitucional en la materia (art. 166, párrafo final de la Constitución provincial; doct. causa B. 57.498, sent. del 29X2003)."

IV.2. Bajo estos lineamientos generales, que inspiran el derrotero procesal que como un sistema integral, y sin distinciones, habrá de servir de base para canalizar las "pretensiones" de los particulares contra el Estado, y otros sujetos en ejercicio de la función administrativa, se advierte que el legislador, en forma disfuncional, decide detraer del último párrafo del artículo 166ª de la Const. Pcial, a las resoluciones dictadas por el H. Tribunal de Cuentas de la Provincia..., para que proceda entender la Cámara Contencioso Administrativa en "instancia originaria y juicio pleno".

IV.3. En ese contexto, corresponde expresar que la naturaleza jurídica de las resoluciones de la autoridad administrativa desarrollada por la Dirección Provincial de Actividades Pesqueras, en materia de poder de policía, no reúnen ningún rasgo de singularidad que permitan disuadir el sistema de control judicial, en sus dos instancias pergeñado por la ley 12.008, y 12.9074.-

Un recurso directo, creado, a la sombra de todo un sistema procesal de control creado en dos instancias ordinarias, excepcionando sin ambages ni criterios ponderaritivos, quiebra la sistemática pergeñada por el Código Contencioso Administrativo, en el que por derivación de la cláusula 166º de la Constitución Provincial, se estableció un proceso contencioso administrativo para controlar el ejercicio de la función administrativa, -en la especie desarrollada por un órgano desconcentrado de la administración central-, con pluralidad de pretensiones, en sus dos instancias a través del la ley 12.008, 12.074, 12.310 y 13.118.

Así tuvo ocasión de expedirse la SCBA, en reciente pronunciamiento recaído en la causa  A. 68.782, "Colegio de Bioquímicos de la Provincia de Buenos Aires contra doctor M.H.M. Acción disciplinaria". Sent. Del 22.12.2008,  en ocasión de analizar la constitucionalidad del artículo 74 del CCA, texto conf. Mod. Ley 13.325, sostuvo que “… la limitación al juzgamiento de las contiendas en tratamiento dadas por el art. 74 de la ley 12.008 -mod. 13.325- significa la infracción no sólo a las directivas del art. 15 de la Constitución provincial, que garantizan el acceso efectivo e irrestricto a la justicia, sino a los cimientos históricos constitucionales más elementales del sistema de juzgamiento de las contiendas en lo contencioso administrativo provincial”.-(del voto Dr. Genou)

En el mismo sentido, en meduloso voto el Dr. Hitters sostuvo que “….Que la vía prevista por el artículo 74 del Código Contencioso Administrativo (texto conf. ley 13.325) para la impugnación de actos de colegios o consejos profesionales, vulnera los principios de acceso irrestricto a la justicia, tutela judicial efectiva e inviolabilidad de defensa en juicio.”.-

Va de suyo, que en la especie la doctrina citada, goza de mayor aplicación, toda vez que nos encontramos con un acto administrativo de una dependencia administrativa (Dirección Provincial de Pesca), y en tal caso el control judicial no puede eludir mínimas garantías que aseguren la defensa en juicio, el pleno debate y prueba de la cuestión y –por ende- la obtención de acceso a la justicia a través del proceso contencioso administrativo de plena justiciabilidad previsto en el abanico de pretensiones contenidas en el art. 12 de la ley 12.008.-

IV.4. En la decisión legislativa se advierte, a tiempo vista, una incongruencia del régimen de juzgamiento de los actos administrativos, consagrando una excepción a favor de un organismo provincial, cuya decisión no puede ser equiparada a la de un Juez de primera instancia.

Un temperamento distinto, que genere una excepción al curso ordinario del examen judicial de la función administrativa, en el marco de las pretensiones pergeñadas por la ley 12.008, sin  fundamentado no exhibe ninguna  razón suficiente para justificar un trámite singular y privilegiado que escape a las  reglas generales de enjuiciamiento de la administración pública central o descentralizada, sin que ello implique un severo quiebre de la garantía de la igualdad , confrontado con el resto de los órganos de la administración pública provincial y municipal, en sus relaciones con los administrados. (art. 16 de la Const.Nacional y 11 de la Const. Pcial).-

La norma del artículo 42 de la ley 11.477, no respeta el principio amplio del control judicial pleno (arty.15 Const.Pcial), ni garantiza de ese modo el debido proceso adjetivo (art.18 Const.Nacional).-

IV.5   Es evidente que la norma en exégesis, carece, también,  de razonabilidad sobreviniente (art. 28 de la Const. Nacional), ello así toda vez que el legislador no ha motivado las razones que hubieron de inspirar la necesidad de suprimir una instancia de control judicial. No se trata, por cierto de imponer una doble instancia como condición necesaria para el "control judicial suficiente" de la actividad administrativa jurisdiccional, empero de lo que se trata es de reconocer que, una vez instalado el funcionamiento de control judicial en sus dos instancias, habrá pues de respetarse el mismo, so pena de establecer disvaliosas e injustificadas diferencias, en las que anidan diversos intereses, ajenos, por cierto, al fin previsto por el legislador al establecer régimen de justicia contencioso administrativa homogéneo y sistemático, como garantía del estado de derecho.

Las disposiciones restrictivas impuestas por el artículo 42° de la ley 11.477 deben guardar adecuada relación con los bienes jurídicos que se pretende proteger (arts. 11,15 y 166 de la Const. Pical) , por lo tanto, deben conformarse a los propósitos y fines que impone el referido régimen legal de excepción , y le corresponde de modo inexcusable a la justicia controlar la razonabilidad de su ejercicio y establecer si en su aplicación se han excedido o no los límites de su extensión, sin que ello signifique sustituír las atribuciones que la Constitución confiere a los demás Poderes del Estado.-

Se entiende por razonabilidad de las leyes la relación según la cual deben conformar medios aptos para el cumplimiento de los fines estipulados por la Constitución. Si ellas carecen de aptitud para lograr el fin que se propuso esta última, pueden ser descalificadas por carentes de razonabilidad. Lo razonable en sentido jurídicopolítico supone equilibrio, moderación, armonía. (SCBA, L.81.216. S. 22.10.03 .Juez De Lázzari).-

Una norma legal puede ser inconstitucional por incompatibilidad lógica con el texto supremo o por colisionar con sus principios básicos, y en tal sentido la tarea legislativa debe tener presente que, para establecer distingos, la garantía de la igualdad exige que concurran "objetivas razones" de diferenciación que no merezcan la tacha de irrazonabilidad. Ello implica la existencia de alguna base lógica y válida para la clasificación, distinción o categoría adoptada, lo que significa que debe haber algún motivo sustancial para que las propiedades u órganos sean catalogados en grupos distintos, considerando tal aquel conducente a los fines que imponen su adopción e inválido el que se apoya en un criterio de distinción arbitrario, es decir, que no obedece a fines propios de la competencia del Congreso, o si la potestad legislativa no ha sido ejercida de modo conducente al objeto perseguido.

No hay que olvidarse que en el marco de un proceso contencioso administrativo se conjugan y ponderan una serie de garantías que se traducen en distintos aspectos de la protección jurisdiccional de las personas, y que se extienden a todos los tipos de procesos judiciales y administrativos, que  encuentran armoniosamente su correlato con el  preámbulo de nuestra Constitución Nacional en tanto dispone, como objetivo de nuestra organización política "afianzar la justicia" tanto como con el art. 18 de la Constitución Nacional que establece la protección del "debido proceso adjetivo" y del "derecho a la defensa en juicio"

En este contexto constitucional no existen razones atendibles que justifiquen el desplazamiento de la competencia judicial de primera instancia adoptado por el legislador, para encauzar  las contiendas en las  que interviene la Dirección Provincial de Actividades Pesqueras sin que ello conspire contra la efectiva garantía de igualdad y razonabilidad precedentemente expuestas (arts.16 y 28 de la Const Nacional, 11,15 y 166 de la Const. Pcial).-

   
Ello así, ha de recordarse que "... las leyes y demás normas respectivas son susceptibles de cuestionamiento constitucional cuando resultan irrazonables o sea, cuando los medios que arbitran no se adecuan a los fines cuya realización procuran o cuando consagran una manifiesta iniquidad, y el principio de razonabilidad debe cuidar especialmente que las normas legales mantengan coherencia con las reglas constitucionales durante el lapso que dure su vigencia en el tiempo, de suerte que su aplicación concreta no resulte contradictoria con lo establecido en la Ley Fundamental". (Fallos: 307:906; 243:504; 243: 470; 299:428; 310:2845; 311:394; 312:435; 315:142 y 2804; 319:2151 y 2215).

IV.6. La articulación de un recurso “directo” para entender en forma originaria ante el Tribunal, despojando todo sistema procesal previsto para el "juicio ordinario establecido en el Título I, artículos 1 a 66 del Código Procesal Contencioso Administrativo", resulta de una irrazonabilidad evidente y palmaria.-

En efecto resultará, por cierto, de imposible aplicación el capítulo X (de los recursos), y más específicamente, los artículos 55 a 59 del mismo texto legal, privando al justiciable de un examen de control “pleno”, y ordinario, respecto del cual sólo procedería el recurso extraordinario previsto en el artículo 60 del CCA.

Se advierte, de esta manera, que la decisión del organismo administrativo no estará sometida a un examen que permita un control amplio y de suficiente debate y prueba, por carecer de un sistema propio de control procesal adecuado, conforme lo hubo pergeñado el sistema articulado por el artículo 166 de la Const.Pcial,y la ley 12.008.-

IV.7. En síntesis, no escapa a mi conocimiento que en el trasfondo de la decisión legislativa plasmada en el artículo 42 de la ley 11.477, se reinstala el eje de una discusión que estriba en determinar ¿cúal es el sistema de control constitucional de la actividad administrativa?,  y en tal caso determinar la asignación de competencia para dirimir controversias, a jueces independientes, como regla general, especializados en el fuero, lo se desvirtúa al considerar que la decisión de un organismo de la administración pública (Dirección Provincial de Actividades Pesqueras), pueda ser considerada como sentencia de un Juez de Primera Instancia.-

No cabe dudas que antes de la existencia del fuero, hubo de justificarse, cuando no existía un fuero especializado, empero en el presente estadio es el fuero contencioso en sus dos instancias el carríl procesal idóneo para el contralor de una función administrativa.-

Es precisamente a partir del reciente caso de la CSJN, "Ángel Estrada y Cía. S.A. v. Secretaría de Energía y Puertos", 5/4/2005, JA 2005-III, número especial "El caso `Ángel Estrada ", del 31/8/2005, p. 74 y ss"  en el que se hubo de reivindicar la instalación de nuestro sistema judicialista, inspirado en el modelo  rector que intenta interdictar las funciones judiciales de la administración (art. 109 de la Const. Nacional).

En el mencionado precedente  ("Ángel Estrada"), se dispuso que  la atribución de funciones jurisdiccionales a órganos de la Administración para resolver conflictos entre particulares sólo es constitucional cuando se cumplan estas condiciones, a saber:a) que los respectivos órganos de la Administración hayan sido creados por ley;b) que su independencia e imparcialidad se encuentren aseguradas;c) que el objetivo político y económico que preside su creación haya sido razonable; yd) que sus decisiones estén sujetas a control judicial amplio y suficiente (Conf. consid. 12 del voto de la mayoría.)


V Los argumentos expuestos, resultan suficientes para advertir el contraste constitucional existente entre la norma aplicativa al caso, esto es el art. 42. de la ley 11.477,  con respecto a las cláusulas contenidas en los artículos 16, 18,28, y 109 de la Const.Nacional y los arts. 11, 15 y 166 de la Constitución Provincial; 


 Ello así, la creación de una instancia de conocimiento que se proclama "directa", tampoco en el terreno de lo posible permite amparar bajo el título I del CCA, ante el Tribunal de Alzada, la correcta revisión de la decisión administrativa adoptada.

Tampoco la decisión legislativa se muestra congruentemente justificada por razones de especialidad o de funcionamiento tendientes a superar el examen de razonabilidad previsto en el artículo 28 de la Const. Nacional, y tampoco satisface el principio de tutela judicial continua y efectiva, ni  el acceso irrestricto a la justicia, (art. l5 de la Const. Pcial); y menos aún en el marco del sistema procesal de control amplio y juicio pleno determinado por el constituyente para enjuiciar la función administrativa, pergeñado por la cláusula constitucional del artículo 166º de la Const. Pcial, lo que genera una violación de tal entidad, que justifica la abrogación de la norma;  por cuanto, la incongruencia, deviene  manifiesta e indubitable, y surge del propio texto legal el limitado conocimiento asignado a un proceso ordinario en instancia originaria de la alzada, donde se limita toda tarea recursiva, y revisora. 

 En tal situación, la incompatibilidad del régimen legal deviene inconciliable con los principios constitucionales previstos en las aludidas cláusulas, y en tal inteligencia no resulta posible una solución adecuada del problema planteado por otras vías, que acudir a la última "ratio" que implica restablecer el imperio de la constitución (art. 31 de la Const. Nacional, y art.3 1º parte de la Const. Pcial.), en tanto un temperamento contrario irrogaría un perjuicio de entidad ablatoria para la actora en su esfera vital de derechos, de insusceptible reparación ulterior.


 Desde otro ángulo, el ejercicio de la atribución constitucional que emana del art. 31 de la Constitución Nacional, al constituir una cuestión de derecho y no de hecho, no produce el quiebre de la igualdad de las partes en el proceso, ni afecta la garantía de la defensa en juicio, la que no podrá, eventualmente, ser argumentada frente al derecho aplicable para resolver la contienda. 

Lo expuesto, tampoco implica en modo alguno admitir la declaración en abstracto de la inconstitucionalidad, sino, antes bien, en autos se debate  una causa concreta, en cuyo seno se pone en vilo el principio del juez natural, la inexistencia de defensa oficial,  lo que denota el carácter incidental de este tipo de decisiones; o sea, que sólo se ejerce para remover un obstáculo que se interpone entre la decisión de la causa y la aplicación directa de la Constitución Provincial.

 Por otra parte, la declaración de inconstitucionalidad no va más allá de lo estrictamente necesario para resolver el caso, ello así bajo las pautas procesales contenidas, para un proceso pleno y justo,  del Código Contencioso Administrativo, conforme la Ley 12.008, y 13.101.


A la segunda cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:

Doy por reproducidos los fundamentos expuestos al emitir juicio en la primera cuestión, para dar mi voto, en este caso, en sentido contrario a la enunciación planteada.

A la tercera cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:


No escapa a mi consideración que la declaración de inconstitucionalidad que propicio y la consecuente inaplicabilidad del artículo 42 de la ley 11.477, fuerzan a reconducir el procedimiento por el carril previsto en el artículo 12 de la ley 12.008 (texto según ley 13.101) ante el Juez de Primera Instancia.


Por ello, consideraciones expuestas, 


Propongo:

 
Declarar inconstitucional, y por ello inaplicable al caso, la disposición del  artículo 42 de la ley 11.477, por violentar las normas de los artículos 15 y 166 de la Constitución de la Provincia (art. 57 CPBA). 


Ordenar el curso de la pretensión impugnatoria con arreglo al procedimiento del artículo 12 y concordantes de la ley 12.008 (texto según ley 13.101 conf. arts. 1, 2 inc. 1, 6, 7 y ccs. del CCA), sin perjuicio, para los actores, de la opción del Capítulo I del Título II del CCA.


Mandar adecuar el procedimiento al curso indicado en el apartado anterior, con los alcances de los considerandos precedentes para el examen de admisibilidad del artículo 31 del CCA..


 A esos efectos, remitir los autos al Juzgado de Primera Instancia del fuero, que previniera.


Así lo voto.


A la tercera cuestión planteada, el Dr. Spacarotel dijo:


Por las razones expuestas en la segunda cuestión, propicio la declaración de inconstitucionalidad del artículo 42 de la ley 11.477,  por contravenir los artículos 11, 15 y 166 de la Constitución de la Provincia, y 16,28, 31 y 109 de la Const.Nacional, declarando su inaplicabilidad al caso (art. 57 de la Const. cit), debiéndose reenviar las actuaciones al Juzgado de origen para tramitar la pretensión procesal,  en los términos del C.C.A. texto conforme ley 12.008 y su similar 13.101.-


A la tercera cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:


Con arreglo a lo expuesto en las cuestiones anteriores, en cumplimiento de lo resuelto por la Corte a fs. 37/39, corresponde radicar la causa en esta sede y resolver lo pertinente al curso procesal a seguir.


De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, dicta la siguiente

S E N T E N C I A


Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, por mayoría, se resuelve: 


1) Declarar inconstitucional, y por ello inaplicable al caso, la disposición del  artículo 42 de la ley 11.477, por violentar las normas de los artículos 15 y 166 de la Constitución de la Provincia (art. 57 CPBA). 


2) Ordenar el curso de la pretensión impugnatoria con arreglo al procedimiento del artículo 12 y concordantes de la ley 12.008 (texto según ley 13.101 conf. arts. 1, 2 inc. 1, 6, 7 y ccs. del CCA), sin perjuicio, para los actores, de la opción del Capítulo I del Título II del CCA.


3) Mandar adecuar el procedimiento al curso indicado en el apartado anterior, con los alcances de los considerandos precedentes para el examen de admisibilidad del artículo 31 del CCA.


 4) Remitir los autos al Juzgado de Primera Instancia del fuero, que previniera.


Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen, oficiándose por Secretaría.

Firmado: Claudia A.M. Milanta. Juez. Gustavo Daniel Spacarotel. Juez. Gustavo  Juan De Santis. Juez. Monica M. Dragonetti. Secretaria. Registrado bajo el nº 157(S).

